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Acta N° 

Decide esta Sala la impugnación interpuesta por la accionada contra la sentencia proferida el 18 de diciembre de 2008 por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela propuesta por Ana Aleyda Jaramillo Valencia contra la Nueva EPS S.A. 

ANTECEDENTES

La señora Jaramillo Valencia señaló que hace dos años fue operada de cataratas en el ojo derecho pero continuó con dificultades visuales y remitida que fue al retinólogo, se le ordenó la misma cirugía en el ojo izquierdo; el 25 de abril de 2008 presentó los documentos al ISS y ante el silencio preguntó en el mes de agosto en la Nueva EPS, pero allí le respondieron que probablemente se habían extraviado por el cambio y hasta ahora nada se le ha solucionado. 
Pidió, por tanto, que se protegieran sus derechos a la seguridad social y a la salud y se le ordenara a la entidad que autorizara el procedimiento quirúrgico y se le prestara una atención integral. 

El Juzgado le dio trámite a la petición; enterada la demandada guardó silencio, así que sobrevino el fallo de primer grado en el que se ocupó el despacho, en extenso, del derecho de petición y luego abordó el derecho a la salud, que consideró fundamental por conexidad con el de la vida, para concluir que la EPS está obligada a prestar el servicio requerido por la demandante y a brindarle una atención integral, con ocasión de su afección actual; a la vez, le autorizó recobrar del Fosyga el 100% de los gastos en que incurra por servicios no POS, y le impuso suministrar lo necesario para el traslado de la paciente y de un acompañante a la ciudad de Cali, con alojamiento y alimentación. 

Impugnó la Nueva EPS con sustento en dos aspectos: que se revoque la orden de tratamiento integral impartida por la juez de primera instancia o, en su defecto, se le conceda la posibilidad de repetir contra el Fosyga por el 100%. Para argumentar su pedido dijo que el tratamiento integral, lo que considera improcedente por cuanto estaría protegiendo derechos inciertos y futuros, y de otro lado, la EPS administra recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud que no pueden ser destinados a fines diferentes de la prestación del servicio de salud y de acuerdo con las competencias que asigna la ley a cada una de las instituciones que conforman ese sistema, por lo que la EPS tiene derecho a recuperar el 100% de los costos que asuma por prestación de servicios no POS y así se debe disponer en la sentencia.
Ahora es oportuno decidir, previas estas:

CONSIDERACIONES

La sentencia de primer grado viene edificada sobre el análisis de algunos derechos fundamentales, el primero de ellos el de petición.  A decir verdad, tal estudio guarda poca relación con el asunto que aquí se debate, que está ceñido a la omisión de la entidad demandada de prestar un servicio que con urgencia requiere la accionante. 

Es, evidentemente, el derecho a la salud el que está en juego y sobre él, valga decirlo a propósito del enfoque que el fallo le dio, la Corte Constitucional ha venido insistiendo en que adquiere el rango de fundamental por sí solo, es decir, no se hace necesario aparejarlo con otro de esa índole para alcanzar tal matiz. Es así como en la Sentencia T-016 de 2007, entre otras cosas 
 puntualizó que: 
“Hoy se muestra artificioso predicar la exigencia de conexidad respecto de derechos fundamentales los cuales tienen todos – unos más que otros - una connotación prestacional innegable. Ese requerimiento debe entenderse en otros términos, es decir, en tanto enlace estrecho entre un conjunto de circunstancias que se presentan en el caso concreto y la necesidad de acudir a la acción de tutela en cuanto vía para hacer efectivo el derecho fundamental. Así, a propósito del derecho fundamental a la salud puede decirse que respecto de las prestaciones excluidas de las categorías legales y reglamentarias únicamente podrá acudirse al amparo por vía de acción de tutela en aquellos eventos en los cuales logre demostrarse que la falta de reconocimiento del derecho fundamental a la salud (i) significa a un mismo tiempo lesionar de manera seria y directa la dignidad humana de la persona afectada con la vulneración del derecho; (ii) se pregona de un sujeto de especial protección constitucional
 y/o (iii) implica poner a la persona afectada en una condición de indefensión por su falta de capacidad de pago para hacer valer ese derecho. 

Lo anterior, justamente por cuanto el Estado - bajo aplicación de los principios de equidad, solidaridad, subsidiariedad y eficiencia - ha de racionalizar la prestación satisfactoria del servicio de salud a su cargo o a cargo de los particulares que obran en calidad de autoridades públicas, atendiendo, de modo prioritario, a quienes se encuentren en cualquiera de las circunstancias mencionadas con antelación. Al respecto, la Corte Constitucional ha expresado mediante jurisprudencia reiterada que, bajo estas circunstancias, aún tratándose de prestaciones excluidas del POS, del POSS, del PAB, del PAC y de aquellas obligaciones previstas por la Observación General 14, procede la tutela como mecanismo para obtener el amparo del derecho constitucional fundamental a la salud. 

De cualquier manera, también en estos casos, los jueces deberán constatar en concreto la índole de la prestación reclamada y habrán de analizar con detalle la situación en que se exige su cumplimiento pues, como lo ha indicado la Sala, se trata de obligaciones cuya realización implica fuertes erogaciones económicas y en países con recursos escasos no puede perderse de vista la necesidad de fijar prioridades. De ahí que el vínculo entre la no prestación del servicio exigido y la afectación de la dignidad de la persona así como la falta de capacidad de pago constituyan criterios determinantes para que proceda la protección del derecho fundamental a la salud por vía de tutela cuando se trata de prestaciones no contempladas en los planes legales y reglamentarios de salud.”

Dicho esto, se advierte que ningún disentimiento plantea la impugnante respecto del tratamiento con retinólogo y la cirugía que reclama la señora Jaramillo Valencia, lo que despeja cualquier duda sobre la veracidad de su afirmación, ya que la misma no venía respaldada con prueba alguna.  De manera que por el principio de la buena fe que campea hoy día en las actuaciones de los particulares frente a las autoridades, porque la EPS no probó lo contrario y en cambio sí guardó silencio durante el traslado de la petición, se deduce que la cirugía sí fue dispuesta por un médico adscrito a la entidad accionada. 

Su protesta, se dijo, viene anclada en dos puntos.  El primero de ellos, porque se le impuso brindarle atención integral a la accionante en relación con el mal que padece actualmente. En este caso, sin embargo, resulta atendible la orden del juzgado porque se trata de que la entidad cubra de manera concreta los servicios médicos, quirúrgicos y hospitalarios, así como los medicamentos que se le prescriban a la accionante por su enfermedad en los ojos, no otra cosa se dispuso.  Y no se diga que se trata de cuestiones futuras o inciertas, porque, precisamente, el fallo contempla, y así se reitera aquí, que son sólo aquellos que deriven del problema de cataratas que aqueja a la señora Jaramillo Valencia, cuya atención está bastante retardada, sin justificación además, lo que hace viable que, para evitar más trastornos en su tratamiento, se le imponga de una vez a la entidad esa carga. 
  



A esto se suma que, como dicha atención se circunscribe al problema de salud por el que se promovió esta acción y nada más, “el objetivo de la protección constitucional a la salud cuando una enfermedad mengua la integridad física o el derecho a llevar una vida en condiciones dignas, por el alivio que proporciona un tratamiento a los padecimientos, debe abarcar en conjunto la prestación de todos los servicios de salud que para hacer efectiva la preservación de esos derechos esenciales se requiera. Por ello, se ha dicho por la jurisprudencia que para que haya una verdadera atención integral, ha de proveerse al paciente: la práctica de los exámenes de diagnóstico necesarios para identificar sus padecimientos; una vez detectadas las dolencias, proporcionarle los procedimientos y medicamentos que se requieren para erradicarlas o aliviarlas si su eliminación no es factible, incluyendo en ellos las intervenciones quirúrgicas y los cuidados especializados que la situación demande, incluyendo en determinados casos los requerimientos para el desplazamiento de los enfermos
; pues, cualquier limitación temporal, cuantitativa o cualitativa que se introduzca a esa debida atención, impediría garantizar el logro de tal finalidad. Y para ello, debe tenerse en cuenta que, la variabilidad del estado de salud es propia de la condición del ser viviente, por lo que, la identificación de todas las circunstancias que hagan necesaria la prestación de un servicio de salud determinado, si bien en algunos casos puede ser predecible por los médicos, su previsión absoluta no puede exigirse  ya que será a medida que por la situación vayan siendo requeridos, que serán prescritos por los facultativos y que deben ser suministrados por las entidades prestadoras del servicio… Entonces, desde que exista una relación de dependencia o consecuencial entre el supuesto fáctico o enfermedad por el cual se prodigó amparo constitucional al derecho a la salud por conexidad y los requerimientos de seguridad social en salud de que den cuenta las prescripciones médicas que surjan a partir de la orden del juez de tutela, éstos deben entenderse cubiertos por la misma, con las mismas consecuencias ante su desatención, porque de otra forma, se incurriría en vulneración de los derechos ya protegidos.” 

El segundo punto de discordia radica con la facultad de recobro, sobre la que no hay mucho qué decir, porque si lo que reclama la entidad es que ella sea por el 100%, eso fue lo que dispuso el juzgado en la providencia atacada, de manera que nada habría qué argumentar en ese sentido. 
Así las cosas, se confirmará el fallo impugnado. 





DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 18 de diciembre de 2008 por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela propuesta por Ana Aleyda Jaramillo Valencia contra la Nueva EPS S.A. 

Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                       CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









�  Es así como en la T-760 de 2007 en la que también se trae a colación la mencionada, se citan varios fallos que delinean igual circunstancia. 


� En relación con lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha afirmado de manera reiterada que existen personas a quienes la Constitución misma dota de un amparo específico bien sea por razón de su edad – niños, niñas – o por causa de encontrarse en especiales circunstancias de indefensión – personas con enfermedades catastróficas, reclusos, mujeres embarazadas o personas colocadas en situaciones de debilidad económica, física o psíquica manifiesta. Frente a estas personas, el amparo del derecho constitucional fundamental a la salud es reforzado debido al grado de vulnerabilidad que, en ocasiones, deben afrontar. Ver sentencias T-1081 de 2001, T-850 de 2002, T-859 de 2003 y T-666 de 2004.


� Sobre el transporte de pacientes para atención médica, la  jurisprudencia ha considerado que: “En ciertos casos especiales las EPS tienen la obligación de proveer los medios para que sus pacientes puedan transportarse a los lugares en los cuales prestan los servicios médicos, o deben ellos mismos desplazarse hasta el domicilio del paciente para brindarle la atención requerida de forma ininterrumpida. Lo anterior por cuanto la garantía de todas las personas a tener acceso a la recuperación en salud no puede ser entendida como una simple norma programática, sino que por el contrario ese mandato constitucional "debe ser real y no formal". De acuerdo al análisis de los casos concretos, esta Corporación ha precisado que si bien en principio la obligación de acudir a un tratamiento corresponde de forma prevalente al paciente y a su familia, existen ciertos eventos en los cuales el deber recae en la institución prestadora del servicio”. (Ver sentencia T-467 de 2002, M.P., Eduardo Montealegre Lynett)


� Corte Constitucional, sentencia T-062-06
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